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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, siete de junio de dos mil dieciséis
Acta número _______ de 7 de junio de 2016
En la fecha la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), procede a resolver el recurso de apelación propuesto contra el auto de fecha diez (10) de febrero de 2016, proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, dentro del proceso ejecutivo iniciado por ALBEIRO TORO OSOIO, contra COLPENSIONES cuya radicación corresponde al Nº. 66001-31-05-001-2012-00592-01.

ANTECEDENTES

Luego de haber obtenido decisión favorable dentro del proceso ordinario laboral que adelantó en contra Colpensiones, el señor Albeiro Toro Osorio, solicitó la ejecución de la sentencia con el fin de lograr la satisfacción plena de la obligación que le fue impuesta a dicha entidad.

Mediante auto de fecha 6 de julio de 2015, se libró mandamiento de pago por: i) las por la costas liquidadas y aprobadas en el proceso ordinario, ii) por los intereses legales causados sobre la suma anterior y iii) las costas que se llegasen a generar con la presente ejecución.  

Una vez notificada de la iniciación de la acción ejecutiva, Colpensiones a través de mandatario judicial, formuló como excepción la denominada “Incumplimiento del requisito de procedibilidad por petición anticipada”.  De dicho medio exceptivo, el Juzgado de conocimiento corrió traslado a la parte ejecutante y posteriormente fijó fecha para la realización de la audiencia en la que decidiría sobre la prosperidad de las excepciones.

Mediante escrito de fecha 25 de septiembre de 2015, Colpensiones, a través de su apoderado judicial, desistió del medio exceptivo propuesto, motivo por el cual se instó a las partes a que presentaran la liquidación del crédito, requerimiento que fue atendido oportunamente la parte ejecutante.  
Una vez se le corrió traslado a la entidad accionada de dicho documento, en auto de fecha 10 de febrero de 2016 el Juzgado de conocimiento advirtió una nulidad insaneable en el trámite ejecutivo, toda vez que el en proceso ordinario que generó la sentencia que se pretende ejecutar no se surtió el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones, dispuesto en el artículo 69 del Código de Procedimiento Laboral, el cual resultaba obligatorio al haberse iniciado la acción laboral en vigencia de la Ley 1149 de 2007.  La anterior situación fue suficiente para que declarara nula la actuación surtida con posterioridad a la sentencia y ordenara la remisión del expediente para que se surtiera el trámite omitido.

Contra dicha providencia, la parte ejecutante interpuso recurso de apelación, sustentado en que ésta Corporación dispuso el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones a partir del 2 de mayo de 2015, sin que se indicara que tal posición tenía efectos retroactivos, considerando además, que en el presente caso, ordenar la consulta pues el proceso de encuentra ad portas de acabarse, pues al actor le fue reconocida y pagada la pensión de vejez, así como el retroactivo pensión, siendo su única pretensión el pago de las costas procesales condenas en primer instancia, las cuales ya fueron consignadas por la ejecutada. 

CONSIDERACIONES
Problema jurídico

¿A partir de qué momento operó la consulta para las sentencias desfavorables a Colpensiones? 

Con el propósito de dar solución al interrogante, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. DE LA OBLIGATORIEDAD DE SURTIR EL GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA DE LAS SENTENCIAS EN CONTRA DEL ISS HOY COLPENSIONES.

El artículo 69 del Código Procesal del Trabajo  y de la Seguridad Social, con la modificación que le introdujo el artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, estableció el grado jurisdiccional de consulta para las sentencias de primera instancia cuando fueren adversas a la Nación, al Departamento o al Municipio o a aquellas entidades descentralizadas en las que la Nación sea garante. –Negrilla fuera del texto-
Recientemente la Sala de Casación Laboral en  sede de tutela, indicó lo siguiente:

“con fundamento en las disposiciones de la L.100/1993 y las demás normas que la complementa, modifica y reglamenta, tales como los decretos 692/1994, 1071/1995, 832/9196  y la L.797 de 1993 que el Estado tiene la calidad de garante de las pensiones del régimen de prima media con prestación definida a cargo del extinto ISS, tesis que se reforzó con el primer inc. del A.L.001/2005 que adicionó el art. 48 constitucional  según el cual “El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional respetará los derechos adquiridos don arreglo a la Ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con la Ley esté a su cargo” 
Así ha concluido en múltiples oportunidades, que la Nación sí garantiza el pago de pensiones, se itera, del régimen de prima media con prestación definida, de forma que debe surtirse el grado jurisdiccional de consulta consagrado en el art. 69 del C.P.T. y S.S. para proteger el interés público que está implícito en las eventuales condenas por las que el Estado debe responder
”.

En el anterior orden de ideas, en vigencia del artículo 14 de la Ley 1149 de 2007, que en este Distrito Judicial empezó a regir el 1º de julio de 2011, las sentencias que fueron proferidas en contra del Instituto de Seguros Sociales, así como las que resultaron desfavorables a Colpensiones, debieron ser consultadas, con independencia de su naturaleza jurídica –Empresas Industriales y Comerciales del Estado- y ello es así por cuanto es innegable que estas entidades, tenía, la primera y tiene a cargo, la segunda, la administración del régimen de prima media, de cuyas prestaciones el Estado es garante conforme las disposiciones citadas en el extracto jurisprudencial.
Es más, tal es la protección al interés público, que la consulta a favor de las entidades descentralizadas en las que la Nación es garante, no se limita a que la decisión le sea totalmente desfavorable a la demandada, pues basta que resulte parcialmente condenada, debiendo incluso surtirse, aun cuando haya sido interpuesto el recurso de apelación, en los puntos que no fueron objeto de la impugnación, tal y como lo consideró la Alta Magistratura en la decisión citada, en la cual ejerció su función unificadora, indicando de manera contundente que las decisiones que por mandato de la Ley deben ser consultadas, no cobraran ejecutoria hasta tanto no se haya surtido dicho trámite, conforme lo consagrado en el artículo 331 del CPC.
Ahora, cabe precisar que el artículo 15 de la Ley 1194 de 2007 determinó que los procesos iniciados antes de la aplicación gradual de dicha normatividad, se continuarían tramitando bajo el régimen procesal anterior, por lo que resulta innegable que aun cuando las sentencias en estos trámites fueron dictadas encontrándose vigente la oralidad en este Distrito judicial -1º de julio de 2011-, la norma que rige la posibilidad de su consulta, es el artículo 69 del estatuto procesal laboral en su redacción original, que no preveía dicho grado jurisdiccional para las sentencias adversas a las entidades con la naturaleza jurídica del ISS.

2. NULIDADES INSANEABLES EN EL TRÁMITE PROCESAL

Son causal de nulidad procesal y como tal tienen la entidad de dejar sin efectos toda o parte de una actuación judicial, las que taxativamente se encuentran previstas en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, siendo una de ellas  la consagrada en el numeral 3º, que en su tenor literal consagra “Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia.”, causal que según las voces del artículo 144 último inciso, es insaneable. –Negrilla fuera de texto-.
3. CASO CONCRETO.

De acuerdo con las consideraciones antes expuestas, habiéndose iniciado el proceso ordinario 11 de julio de 2012, esto es, en vigencia en este Distrito de la ley 1149 de 2007, ninguna duda ofrece el hecho de que la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Laboral Adjunto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira 7 de diciembre de 2012,  debía ser consultada, pues tal garantía nació para el ISS y posteriormente para Colpensiones con la entrada en vigencia de la Ley 1149 de 2007 -1º de julio de 2011- y no con las múltiples decisiones que en dicho sentido ha proferido la Sala de Casación Laboral en sede de tutela.  
Por consiguiente, la omisión de dar curso al trámite de consulta invalida la actuación surtida con posterioridad a la sentencia de primer grado, en los términos del numeral 3º del artículo 140 del CPC y del último inciso del artículo 144 ibídem.

Tal posición fue asumida por la Sala de Casación Laboral en la sentencia STL-4255-2013, al decidir la segunda instancia en un caso similar al actual, dado que, habiéndose iniciado un proceso ejecutivo a continuación del ordinario, el juzgado accionado, declaró la nulidad de la actuación surtida con posterioridad a la sentencia dictada el 13 de marzo de 2013, por no haberse agotado la consulta a favor de Colpensiones.  Esa decisión,  según lo consideró la Corte como juez constitucional, no resulta vulneratoria del debido proceso, de la seguridad jurídica, ni de la figura de la cosa juzgada.  En efecto, dijo la alta corporación: 
 “es importante resaltar que en este caso el grado jurisdiccional de consulta operó por ministerio de la ley. Por tanto, la sentencia no cobra ejecutoria hasta tanto se surta el mismo”.  
Posteriormente indicó,  “Así las cosas, la decisión proferida por el juzgador de primer grado, en la que se imponga una condena parcial o total contra la Nación, los entes territoriales o los descentralizados donde aquélla sea garante, no cobrará ejecutoria hasta tanto se surta el grado jurisdiccional de consulta, conforme a lo dispuesto en el artículo 331 del C.P.C., aplicable a los juicios laborales y de seguridad social por autorizarlo así el artículo 145 del C.P.T y S.S.” –SLT 7382-15 del 9 de junio de 2015-.
En el anterior orden de ideas, se confirmará el auto apelado.
Sin costas 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR  el auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 10 de febrero de 2016.

SEGUNDO. COMUNICAR esta decisión a los Ministerios de Salud y Protección Social y  de Hacienda y Crédito Público y al Juzgado Primero Laboral del Circuito.
Sin costas.

Notifíquese,
Quienes integran la Sala
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÒN
                                                                                                     Magistrada
                                                                           Salva voto
DANIEL BERMUDEZ GIRALDO
Secretario  Ad-hoc
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IMPROCEDENCIA DE LA CONSULTA PARA LAS SENTENCIAS PROFERIDAS ANTES DEL CAMBIO DE PRECEDENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA:  Para la fecha de la sentencia de primera instancia en este asunto, la posición de la Corte Suprema de Justicia era de que no procedía la consulta en favor de COLPENSIONES, razón por la cual a pesar de la vigencia del artículo 14 de  la ley 1149 de 2007 modificatorio del artículo 69 del C. P.L., ningún juez ni jueza laboral remitieron el expediente al superior cuando COLPENSIONES  resultaba vencida y no apelaba.  

Sostener actualmente que todos esos procesos en los que no se surtió la consulta SON NULOS, no solo pone en entredicho la figura de la cosa juzgada y la seguridad jurídica que lleva implícita una sentencia ejecutoriada, sino que además viola derechos fundamentales de las partes tales como el debido proceso, el derecho de defensa y el acceso a la administración de justicia, pues a estas alturas ya se había consolidado en el imaginario del (la) actor(a) un patrimonio  que solventaría su propia subsistencia y la de su familia por cuenta de una sentencia que se profirió en su favor. 

Como si lo anterior fuera poco, la posición de la Sala mayoritaria viola el principio de confianza legítima en la medida en que las sentencias que no se apelaron por COLPENSIONES y no fueron consultadas, comenzaron a producir efectos desde su ejecutoria, al punto incluso de que la mayoría de ellas ya fueron o están siendo cumplidas por COLPENSIONES. 

SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente al proyecto mayoritario, por cuento considero que en el presente caso no había lugar a declarar la nulidad, supuestamente por no haberse surtido la consulta en favor de COLPENSIONES, por las siguientes razones: 

La consulta a favor de COLPENSIONES correspondió a la nueva interpretación que la Corte Suprema de Justicia le dio al artículo 69 del C.P.L.: En contravía de lo que venía sosteniendo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia respecto a la improcedencia del grado jurisdiccional de consulta a favor del Instituto de Seguros Sociales (hoy Colpensiones), mediante providencia de tutela de fecha 26 de noviembre de 2013, con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, se revaluó dicho precedente y luego de un nuevo análisis concluyó que el contenido actual del artículo 69 del estatuto procesal laboral, después de la modificación que le hizo la Ley 1149 de 2007, da lugar a la consulta de los fallos en que se impongan condenas a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones para proteger “el interés público, que está implícito en las eventuales condenas por las que el Estado respondería”, posición que se reiteró en sentencia del 4 de diciembre siguiente, Magistrado Ponente Carlos Ernesto Molina Monsalve, en la que expresamente se indicó que con ese pronunciamiento se recogía cualquiera otro criterio que se hubiera expuesto, y que se aplicó el 24 de abril de 2014 para declarar la nulidad de lo actuado en casación al advertirse que no se había dado trámite por el ad quem, simultáneamente con la apelación del demandante,  la consulta a favor de Colpensiones por haber sido la decisión adversa a sus intereses (proceso 60884).

Sin embargo, a sabiendas del impacto que dicha decisión iba a producir a un segmento  sensible de los y las usuarias de la jurisdicción laboral, como lo son los sujetos de especial protección constitucional en razón de su edad (menores de edad o personas de la tercera edad), su condición de salud (personas en condición de discapacidad), o su condición social  (personas sin ingresos o ingresos bajos) que buscan el reconocimiento de la pensión (ora de vejez, ora de sobrevivencia o de invalidez, según el caso) en dicha ratio deciden di quedaron en el tintero el análisis de varios temas, que en opinión de la suscrita Magistrada merecen un mayor análisis, entre otros, a saber: 

i) El concepto de “interés público”, toda vez que en la decisión de la Corte Suprema de Justicia, simplemente se limitó a tomarlo en su significado económico, cuando la Corte Constitucional de vieja data ha dicho que si bien no hay definición constitucional ni legal sobre “interés público” es un concepto que conlleva atender el interés general o el bien común, y no solo a tener en cuenta consideraciones de interés patrimonial (Sentencia T-517 de 2006). A su vez, la Corte Constitucional al referirse al interés general manifiesta que “Es precisamente el carácter jurídicamente abstracto e indeterminado del concepto de interés general, lo que ha llevado a que las constituciones liberales modernas consideren la necesidad de armonizarlo con los derechos individuales y con el valor social que tiene la diversidad cultural.  Por ello, constituye un requisito indispensable para la aplicación de la máxima de la prevalencia del interés general, que el operador jurídico analice minuciosamente las particularidades de cada caso, intente armonizar el interés general con los derechos de los particulares y, en caso de no ser posible, lo pondere teniendo en cuenta la jerarquía de valores propia de la Constitución”. (Sentencia 053 de 2001, negrillas fuera de texto).

 ii) Si dentro de ese concepto –el de interés público- cabe la garantía de los derechos fundamentales.

iii)  Si el deber del Estado de servir como garante de las obligaciones del régimen de prima media con prestación definida es una obligación futura y CIERTA o si por el contrario es una obligación futura e INCIERTA toda vez que está condicionada a que los ingresos y las reservas de dicha entidad se agoten.

iv) Si COLPENSIONES tiene una defensa adecuada y suficiente para defender el interés público del Estado al tener la calidad de entidad pública y contar no solo con apoderado judicial sino con la Agencia Nacional de la Defensa del Estado; y, finalmente, 

v) Si el cambio de precedente de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia respecto a la procedencia de la consulta en favor de COLPENSIONES viola derechos fundamentales debido a la congestión que dicha decisión trajo consigo para los Tribunales Superiores, lo que a su vez se traduce en una falta de respuesta oportuna para los usuarios de la administración de justicia. 

Con todo, sin entrar en el análisis de cada uno de esas inquietudes, para lo que concita este salvamento de voto, dígase que para la fecha de la sentencia de primera instancia en este asunto, la posición de la Corte Suprema de Justicia era de que no procedía la consulta en favor de COLPENSIONES, razón por la cual a pesar de la vigencia del artículo 14 de  la ley 1149 de 2007 modificatorio del artículo 69 del C. P.L., ningún juez ni jueza laboral remitieron el expediente al superior cuando COLPENSIONES  resultaba vencida y no apelaba.  

Sostener actualmente que todos esos procesos en los que no se surtió la consulta SON NULOS, no solo pone en entredicho la figura de la cosa juzgada y la seguridad jurídica que lleva implícita una sentencia ejecutoriada, sino que además viola derechos fundamentales de las partes tales como el debido proceso, el derecho de defensa y el acceso a la administración de justicia, pues a estas alturas ya se había consolidado en el imaginario del (la) actor(a) un patrimonio que solventaría su propia subsistencia y la de su familia por cuenta de una sentencia que se profirió en su favor. 

Como si lo anterior fuera poco, la posición de la Sala mayoritaria viola el principio de confianza legítima en la medida en que las sentencias que no se apelaron por COLPENSIONES y no fueron consultadas, comenzaron a producir efectos desde su ejecutoria, al punto incluso de que la mayoría de ellas ya fueron o están siendo cumplidas por COLPENSIONES. 

En consecuencia, debió revocarse el auto que declaró la nulidad por no haberse surtido la consulta y, en su lugar, ordenar que continúe el trámite del proceso ejecutivo.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

� STL 7382 de 2015
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